




CCASM

Causa Nº 1077/07 "R., N. Q.c/ Municipalidad de San Isidro s/ Revocación acto administrativo”.- 

Juzgado de origen: Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N°1 del Departamento Judicial de San Isidro.-

En la ciudad de General San Martín, a los 15  días del mes de octubre del 2009, se reúnen en acuerdo ordinario los señores jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, estableciendo el siguiente orden de votación de acuerdo al sorteo efectuado: Jorge Augusto Saulquin, Ana María Bezzi y Hugo Jorge Echarri, para dictar sentencia en la causa Nº 1077/07, caratulada "R., N. Q.c/ Municipalidad de San Isidro s/ Revocación de acto administrativo".- 

ANTECEDENTES

I.- Que a fs. 50/55 la Sra. N.Q.R., por derecho propio y con el patrocinio letrado del Dr. Alberto Zevallos promovió acción contenciosa contra la Municipalidad de San Isidro a fin de que se revoque el acto administrativo que ordenó su cesantía, disponga su reincorporación al empleo y abone los salarios devengados durante el tiempo de la medida que considera ilegítima.

Relata que comenzó a trabajar en el hospital del Municipio de San Isidro el 12/02/89 como maestranza. Que a partir del mes de junio del 2000 comenzó a tener dificultades respiratorias y en el mismo hospital fue tratada y se “…le fue diagnosticada una hiperventilación generalizada, con bloqueo por espirómetrías, con infección por pseudomonas. Así inició un largo tratamiento con licencias por enfermedad y, con posterioridad, licencia sin goce de sueldo por un año. Transcurrido el mismo, en fecha 14 de noviembre de 2001, remití el TCL n° 53345258 (C.D. n° 402513658), que en copia adjunto, por el que requería a ese Municipio que aclarara su situación laboral, dado que se encontraba con una incapacidad física que no admitía su reincorporación inmediata. Al tiempo tomó conocimiento que dicho despacho había sido contestado en su anterior domicilio, por lo que su imposición tardía le fue entregada por las personas que allí habitaban. Es entonces que, en fecha 7 de noviembre de 2001 remite un nuevo TCL., el n° 53345259 (C.D. 424176524 AR) que en copia se adjunta, en el que manifiesta que concurrirá a la Dirección General de Personal, munida de los certificados médicos y constancias de la historia clínica conformada a través de su legajo. Concurrió, entonces a las 48 hs. de remitida la misiva y allí fue recibida por el Jefe del Departamento de Control de Asistencia, Legajos y Certificaciones, quien le comunicó que no se podía hacer nada y que se la dejaría cesante. En esa oportunidad, la dicente le entregó copia de la Historia Clínica confeccionada en el propio Hospital Municipal. Con posterioridad a ello, distintas recaídas y el empeoramiento de su enfermedad no le permitieron continuar con los reclamos en forma regular. Incluso, se traslado a la ciudad de Jesús María, en la Provincia de Córdoba, donde viven sus hijos, en procura de un mejor clima para paliar su enfermedad. Finalmente, a partir del año 2002 ha recibido asistencia médica en el Hospital del Tórax Antonio A. Cetrángolo, de Capital Federal…”.

Manifiesta que con fecha 01/03/04 la actora presentó a la demandada un pedido de información sobre su situación laboral y que el municipio le contestó mediante resolución del 13 de mayo del 2004 en el expediente n° 2251 que conforme surge del expediente n° 17.324-P-01, fue declarada cesante por abandono de cargo según decreto n° 59 del 14/01/02 y en consecuencia se le rechaza el pedido. 

Ante la negativa la actora interpone recurso de revocatoria, en fecha 1 de junio del 2004 ya que: i) no se había cumplimiento con lo dispuesto “…en el art. 32 de la ley 11.575, esto es no se convocó a junta médica para comprobar la existencia de la incapacidad permanente de la agente…”; ii) no se dio cumplimiento con el art. 35 de la citada norma; iii) no se le notificó fehacientemente el cese de servicios; iv) el abandono de trabajo carecía de sustento ya que el municipio tenía conocimiento de su enfermedad, su presencia justificativa del 29 de noviembre del 2001 y de su domicilio real; v) solicita se deje sin efecto la resolución y llame a una nueva junta médica.

Manifiesta que el recurso de revocatoria y jerárquico fueron rechazados. Que no es cierto que el decreto n° 59 se encontraba firme ya que ninguna notificación había recibido y que en la carta documento del 21 de noviembre del 2001  denunciaba un nuevo domicilio: calle D.O. 8..., Victoria “…y que el anterior despacho municipal (C.D. 32.882.323 0 AR) había sido dirigido a un domicilio incorrecto…”

Agrega que el acto se encuentra viciado de nulidad dado el conocimiento que tenía la demandada de su enfermedad y finalmente impugna la consideración “…acerca del transcurso de dos años entre el dictado del Decreto y su primera presentación en las actuaciones municipales, consideración temporalmente cierta pero jurídicamente inocua inidónea para liberar al Municipio de sus obligaciones incumplidas…”.     

Cita jurisprudencia y ofrece prueba.

II.- A fs. 56, el juez de grado ordenó librar oficio al Municipio demandado a fin de que – en el plazo de quince días – remita los expedientes administrativos Nº 2351/2004, N°3595-C-04 y demás antecedentes administrativos que obraren en su poder, de conformidad con lo previsto por el art. 30 del CPCA.-

III.- Los expedientes administrativos requeridos fueron recibidos según auto de fs. 60 y el legajo en copia certificada corre a fs. 78/87.

IV.- A fs. 89 se requirió a la actora ejercite dentro del plazo de 15 días la facultad de ampliar o transformar la demanda con transcripción del art. 32 del CPCA.-

V.- Mediante escrito de fs. 92 la Sra. R. ratificó la demanda entablada y desconoció las piezas postales agregadas por el municipio por no haberlas recibido. Asimismo destaca las anotaciones en su legajo respecto de su enfermedad.

VI.- A fs. 93 el juez de grado resolvió que la acción incoada tramite según las normas del proceso ordinario y corrió traslado de la demanda por el plazo de 45 días (art. 38 del CPCA y 59 CPCC y 77 CPCA).-

VII.- La Dra. Jacqueline B. Posse – abogada apoderada de la accionada – opuso excepción de previo y especial pronunciamiento prevista en el art. 35 inc. i) del CPCCA., a fs. 101/103.-

El Señor Juez tuvo por presentada en término la excepción y corrió traslado de la misma, la que se contestó a fs.107/108.

VIII.- A fs. 110 y vta. el a-quo desestimó la oposición formulada:

Según la demandada el decreto 59/02 le fue notificado a la actora mediante carta documento remitida  al domicilio D.O. 8... Victoria conforme consta a fs. 19 y 19 vta. del expediente administrativo 17324-P-2001.

La accionada sostiene que la demanda fue interpuesta fuera del plazo que establece el art. 18 del CCA. Ello en atención a que el decreto N° 59/02 que dispuso la cesantía y cuya anulación se pretende en autos habría sido notificado el 19 de enero del 2002 y la demanda recién se promovió el 25 de noviembre del 2004.

En el traslado que se le corre a la actora afirma que no ha sido notificada como corresponde del decreto 59/02.

El a quo consideró que conforme surge del expediente administrativo 17324-P-2001, la carta documento dirigida a la Sra. R. al domicilio D.O. 8... de Victoria “…no le fue entregada por el motivo CERRADO/AUSENTE (ver foja sin foliar entre las fs. 19 y 20). A mayor abundamiento de fs. 20 se desprende que nadie recibió la mencionada carta documento…”.

Que en consecuencia, siendo que el decreto 59/02 que agota la vía administrativa no fue notificado (art.24, 26, 63, 65 y ccdes. la OG 267/80), la demanda fue interpuesta dentro del plazo de ley.

Por ello, el a quo rechaza la excepción opuesta y ordena reanudar el plazo para contestar la demanda dentro de los 30 días de notificada.

IX.- Frente a la apelación interpuesta por la demandada a lo resuelto por el señor Juez y previo traslado a la actora, a fs. 136/139 este tribunal la declaró inadmisible de conformidad a lo dispuesto al art. 55 inc. 2 ap. a) del CCA.  

X.- A fs. 146/149 el municipio contesta demanda y solicita su rechazo. Sostiene que actuó legítimamente dentro de la ley 11.757 conforme con el abandono realizado por la actora.

Que fue citada en dos oportunidades para Junta Médica y no concurrió a pesar de haber sido notificada en el domicilio por ella denunciado. Que rehuyó la notificación al no retirar los avisos del correo. Destaca que la primera carta documento la recibió y que sabiendo que se le iba a fijar fecha para la Junta Médica “…nunca más vino por este Municipio…”. 

Agrega que no es cierto que estaba postrada, sino que viajó a Córdoba y se sometió a tratamientos. “…Es indudable, por sus propios actos, que en ningún momento la actora pretendió reincorporarse o someterse siquiera a Junta Médica…”

Que el Municipio solo toma conocimiento del estado de salud de sus agentes a través de la Dirección de Personal y su atención en el Hospital es anterior a su baja, conforme surge de los antecedentes médicos acompañados.

Niega que le sea aplicable el art. 35 de la ley 11.757 ya que su estado de salud nada tiene que ver con un accidente de trabajo.

Sostiene que la notificación del acto administrativo se llevó a cabo en el domicilio real denunciado por la actora y que fue legalmente efectuada. “…Más en todo caso, si se considera que existiría algún vicio, ya ahora se notificó fehacientemente con su presentación en los actuados administrativos, y no ha brindado argumentaciones que permitan soslayar, ni mucho menos justificar, sus inasistencias y por ello, su abandono de cargo por dos años…”;”…mi parte hizo la única actividad que podía realizar, estos es, la intimación primero y la cesantía después por abandono, con notificación al domicilio brindado por la propia agente…”.

Manifiesta que no es necesario en el caso la instrucción de sumario ya que el abandono tiene su procedimiento que en el caso se llevó a cabo: “Esto es, primero la intimación fehaciente –que fue recibida por la agente-, y luego, la falta de justificación posterior de las inasistencias incurridas por parte de la agente. Y esto está claro. Han sido dos años de ausencias sin justificar…”.

Finalmente plantea como análisis subsidiario que conforme surge de lo expuesto por la propia actora no podría reintegrarse por su incapacidad, por lo que debería iniciar es un trámite jubilatorio. Así tampoco le correspondería el cobro de haberes ya que reconoce no poder trabajar y que ello significaría un enriquecimiento sin causa. ”…Además de su clara voluntad de abandono y de no laborar, lo que se ha mantenido inalterable a lo largo de estos años…”.

XI.- A fs. 156 consta la audiencia del art. 41 del CCA, la apertura a prueba y se ordena la producción de las ofrecidas por las partes.

XII.- A fs.230 vta. /231 vta. – previa certificación de la prueba producida efectuada a fs. 230 y vta–, el a-quo tiene a la parte actora por desistido el oficio dirigido al Hospital de San Isidro y por caduca  la prueba pericial médica ordenada. Asimismo confirió vista a las partes por cinco (5) días a efectos de la presentación de los alegatos. 

XIII.- Vencido el término para alegar, con el alegato presentado por la demandada a fs. 279/280 se llamó autos para sentencia (fs. 283).

XIV.- A fs. 284/292, el juez de grado resolvió rechazar la demanda interpuesta, imponer las costas en el orden causado y diferir la regulación de los honorarios  hasta quedar firme la sentencia.

Para así decidir, tuvo en cuenta el expte. Administrativo n° 17324-P/2001 del que surge: i) que conforme el vencimiento de la licencia sin goce de sueldos, la actora informa  con fecha 14/11/2001 a la demandada que el estado de su incapacidad no le permite realizar tarea alguna (fs.2); ii) que ante la intimación efectuada por el municipio con fecha 23/11/2001 en el domicilio Moreno 483 piso 2° Dto. A, de San Isidro, la actora contesta con fecha 27/11/2001 y manifiesta que su domicilio es el de la calle D.O. 8..., Victoria, Partido de San Fernando y que concurrirá a la dirección de personal “…munida de certificados médicos y constancias de la historia clínica…” (fs.3); iii) que con los estudios médicos entregados por la actora con fecha 29/11/2001 (dichos de fs. 1), el Jefe del Departamento de Control de Asistencia, Legajos y Certificaciones de la Dirección General de Personal remite el 5/12/01 carta documento a la actora comunicándole que “…deberá presentarse el día 12 de diciembre de 2001 a las 9:00 horas en el servicio de reconocimientos médicos… a los efectos de someterse una junta médica en la que se evaluará su situación actual…”(fs.6); iv) que con fecha 18/12/2001, el Jefe del Departamento de Control de Asistencia, Legajos y Certificaciones envía a la actora nueva carta documento que expresa “…Atento a que Ud. No ha concurrido el día 12 de diciembre del corriente al servicio de reconocimientos médicos de este municipio, conforme se le requiriera por CD 412115029, se le intima nuevamente para que concurra el día 26 de diciembre de 2001 a las 9:00 horas, haciéndole saber que, en caso de reiterar su inasistencia, será considerada incursa en abandono de cargo…” (fs.7); v) que al no presentarse en el plazo indicado a pedido del funcionario municipal arriba indicado el intendente municipal dicta el decreto n° 59 del 14/1/2002 por el que se declara cesante por abandono de cargo a la aquí actora (fs.17/18).

Que el a quo considera que no le asiste razón a la actora quien pretende la nulidad del decreto n° 59/2002, ya que: 

a) El art. 64 de la ley 11.757 dispone “Podrán sancionarse hasta con cesantía: 1. Abandono del servicio sin causa justificada…” y el primer párrafo del art. 65 de la ley indicada dice: ”El agente que incurra en cinco inasistencias consecutivas, sin previo aviso, será considerado incurso en abandono de cargo. Se lo intimará para que se reintegre a sus tareas dentro del término de un día hábil subsiguiente al de la notificación y si no se presentare vencido el plazo, se decretará su cesantía, salvo cuando pudiere justificar valedera y suficientemente la causa que hubiere imposibilitado la respectiva comunicación”. 

b) En la presente causa frente a la no reincorporación de la agente ya vencida la licencia sin goce de sueldo la municipalidad la intima con fecha 23 de noviembre del 2001 a que en el plazo de 24 horas regularice su situación presentándose en la Dirección General de Personal bajo el apercibimiento del art. 65 de la ley 11757 incurriendo en abandono de cargo. 

c) La actora contesta dicha intimación con fecha 27 de noviembre del 2001 haciendo saber que su domicilio se encuentra en la calle D.O. 8... Victoria Partido de San Fernando y que concurrirá dentro de las 48 hs. A la dirección de personal “…munida de certificados médicos y constancias de la historia clínica…”. 

d) Es la propia actora quien manifiesta en su demanda que concurrió a las 48 hs. de remitida la misiva y sin perjuicio del domicilio al cual fue dirigida la carta documento lo cierto es que concurrió a la dirección de personal ya vencido el plazo dispuesto. “…La ley es categórica cuando dispone que se debe reintegrar en el término de un día hábil, por lo que habiendo concurrido la Sra. R. a las 48 hs. De conocer la intimación cursada, la cesantía dispuesta por la Municipalidad de San Isidro resulta legítima. No modifica dicha circunstancia, el TCL remitido por la actora con fecha 14 de noviembre de 2001, toda vez que debió concurrir al municipio una vez finalizada la licencia sin goce de sueldo y no limitarse a comunicar que no se encontraba en condiciones de realizar tareas…”.

e) De la documental acompañada no surge la imposibilidad de la actora de concurrir al municipio y se desentendió de la pericial médica por ella ofrecida al punto que esa parte pidió autos para alegar sin haberse producido la misma y que el juzgado concluyó declarando caduca dicha prueba médica. Asimismo, la prueba testimonial no aporta nada esencial.

f) “…Por lo expuesto, no habiendo la Sra. R. concurrido en el plazo establecido (24 hs.) ni justificado su imposibilidad de comunicar al Municipio el por qué de su ausencia, encontrándose reunidos los requisitos exigidos por el art. 65 de la ley 11.757, es que la nulidad solicitada no puede prosperar…”.

g) El municipio -pese a poder disponer la cesantía conforme se considera precedentemente-, fija fecha de junta médica en dos oportunidades. Estas fechas así como el decreto 59 intentaron ser notificados en el domicilio denunciado por la actora D.O. 8... de Victoria, siendo devueltas por el correo argentino con informe “cerrado/ ausente se dejó aviso de visita” (conforme surge de las cartas documento obrantes a fs. 6,7 y 19/20 del expte. Administrativo 17324- p/2001).

Como se expusiera al rechazar la excepción previa, las cartas documento no fueron recibidas, de ello surge el error cometido por el municipio en las notificaciones “…y la falta de creatividad que afecta a la demandada al insistir con cartas documentos que no recibe nadie y son devueltas sin notificar…”

h) Pero no parece razonable que la actora alegue el mantenimiento de una relación de empleo público luego de guardar silencio durante más de dos años sin procurar la reposición en el cargo y sin intentar cobrar remuneración de ninguna especie. Tampoco es razonable intentar “…aferrarse a una omisión de la demandada producida hace varios años para solicitar su reincorporación y el pago de salarios caídos. Asimismo, resulta llamativo que la actora se entere de una intimación cursada a un domicilio equivocado, pero no de avisos dejados por el correo argentino en el domicilio por ella constituido en su legajo personal, denunciado en sus TCL y ratificado personalmente en la Dirección de Personal…”.

i) El trámite que determina el artículo 32 de la ley 11.757 deviene innecesario en atención a que a la actora se le había concedido una licencia sin goce de sueldo y no acreditó la existencia de la enfermedad manifestada a la fecha que debió reintegrase.

Así, “…el torpe actuar de la administración al fijar fechas de junta médica que no notifica, no puede favorecer a la aquí actora, toda vez que no se cumple el presupuesto previsto en la norma (existencia de enfermedad) sumado al desinterés expresado para acreditar el mismo, no solo en la instancia administrativa sino también en la etapa judicial…”.

j) En autos no se ha probado la enfermedad aducida por la actora y menos que la supuesta enfermedad sea de las indicadas en el art. 35 de la ley 11.757, “…por lo que el argumento de la omisión de las notificaciones allí previstas resulta abstracto…”.

k) En lo que hace a la falta de notificación del decreto n° 59 dicho extremo no tiene vinculación con su nulidad (arts. 67, 103, 108 y conc. Del OG 267).

l) En atención a que la declaración de cesantía de la Sra. R. es legítima  el análisis de los actos administrativos posteriores son innecesarios. Por otro lado la actora no impugna concretamente dichos actos.

XV.- A fs. 295/299 la parte actora interpone recurso de apelación y expresa agravios:

a) El rechazo de la  demanda se ha fundado en consideraciones de orden discrecional y abstracto, en cuanto a la errada interpretación de los hechos y sus acreditaciones que formula el sentenciante.

Las notificaciones remitidas por la demandada para que la actora se presente en el Servicio de Reconocimientos médicos en dos fecha no fueron entregadas sino devueltas por “cerrado/ ausente” en el domicilio  de la actora calle D.O. 8... de Victoria. Estas notificaciones no fueron hechas en debida forma.

El municipio dicta el decreto N° 59 y vuelve a notificar del mismo modo y con igual resultado. Estas notificaciones nunca se produjeron y es el propio sentenciante quien admite que dichas notificaciones no se produjeron: “…Que de lo expuesto surgen los errores de notificación en los que incurrió el Municipio y la falta de creatividad que afecta a la demandada al insistir con cartas documentos que no recibe nadie y son devueltas sin notificar…”

El sentenciante “…considera, califica y determina que las notificaciones cursadas a la actora carecieron del efecto necesario para concretar su finalidad: poner en conocimiento a la trabajadora de una presunta Junta Médica a examinarla y luego, poner en conocimiento a la trabajadora del decreto que disponía su cesantía. Esta sola consideración debería haber bastado para hacer lugar a la demanda, porque son razones, como se dijo, objetivas, concretas y fundadas en el derecho a conocer los actos administrativos, a ejercer la defensa y el descargo que ellos pudieran motivar…” 

Pese a ello, el sentenciante considera no razonable que la actora pretenda una relación de empleo luego de guardar silencio más de 24 meses, que la actora no se haya interesado de su relación de empleo ni en percibir sus salarios. 

Estas son consideraciones de estricto corte subjetivo y discrecional y que en consecuencia deben ser tachadas de arbitrariedad: “…La actora puede ejercer sus derechos dentro del tiempo y los límites que la legislación vigente le enmarca: las razones por las cuales no lo hizo dentro de un plazo menor son de su absoluta incumbencia y no está sujeta a interpretación del Juez…” 

Sin perjuicio de lo expuesto la actora se encontraba enferma y por el carácter crónico de la misma decide radicarse en Córdoba. ”…Sencillamente, la actora recurrió a su reclamo a partir de encontrarse en condiciones físicas y anímicas suficientes para realizarlo…”.

Las consideraciones respecto a las notificaciones efectuadas por el a quo son extrajurídicas y son meras suposiciones frente al hecho concreto de que no fueron efectuadas.

b) El otro agravio se refiere al rechazo del pedido de nulidad del decreto N° 59 del 14 de enero de 2002:

El sentenciante “…concluye en que la actora no ha acreditado la existencia de la enfermedad a la fecha en que debió reintegrarse y, en consecuencia, que el procedimiento establecido en esa norma citada deviene innecesario…”.

Discrepa con esta conclusión. El Sr. Juez no ha tenido en cuenta la copia de la historia clínica n° 600.128/00, entregada al Jefe de la Dirección de Personal y glosada a fs. 235/272. “…el Sentenciante no ha tenido en cuenta esta pieza documental importante y decisiva, que acredita diversas circunstancias que hacen a la dilucidación del proceso. Con la sola lectura de la misma, surge de manera inequívoca…”. 

La actora fue tratada en el hospital del municipio. Esta infección pulmonar data del 24/6/00 y es conocida por la demandada según surge de la historia clínica. Al tiempo de la entrega de la historia clínica (29/11/2001), ”…el Municipio sabía acabadamente de la entidad, gravedad y consecuencias de la enfermedad padecida por la actora, por lo que la presunta fijación de fechas para la Junta Médica era un mero paso administrativo confirmatorio de su estado de salud…”.  


El municipio actúa con premura: cita a las juntas médicas y decreta la cesantía  “…aduciendo un abandono de tareas virtualmente prefabricado e improcedente…”.

Atento los antecedentes médicos acompañados a la causa (historia clínica del hospital municipal, la del Hospital del Tórax Antonio A. Cetrángolo, (fs. 219/225), y del Sanatorio San Lucas (f. 204) la situación médica estaba plenamente acreditada, por lo que se desprende “…que la producción de la prueba pericial médica en este proceso resultaba innecesaria e inconducente…”.

Es por ello que son inexactas las consideraciones del a quo en cuanto a que de la documental acompañada no se acredita la imposibilidad de concurrir al municipio ni que no se hubiera acreditado su inasistencia al servicio.

Desde esta perspectiva considera correctos los argumentos de su parte en relación a la declaración de nulidad del decreto n° 59/2002, “…ante la ausencia de la ejecución del procedimiento a cargo del municipio conforme los arts. 32 y 35 del CPCA: no se convocó a junta médica para comprobar la existencia de la incapacidad permanente de la agente, no se efectuó la pertinente denuncia ante la seccional de Policía correspondiente ni ante la Subsecretaría de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires y no se notificó fehacientemente el cese de servicios que dicen haber decretado por la supuesta causal de abandono de trabajo…”.

XVI.- A fs. 303/305 la demandada contesta la expresión de agravios.

Manifiesta que ha quedado demostrado con la prueba producida que vencido el plazo de un año de licencia sin goce de haberes por motivos particulares y no por enfermedad, no cumplió con su obligación de reintegrarse al trabajo. La actora remite carta documento intimando se aclare su situación laboral  atento padecer de incapacidad física y concurre a la Dirección de personal  con documentación vieja. Insiste en que las notificaciones efectuadas fueron de acuerdo a la ley. 

Conforme lo dicho en la sentencia la actora no ha probado la enfermedad esgrimida motivo por el cual la omisión de la notificación conforme dice la sentencia deviene abstracto.

Como se sostuvo al contestar la demanda y como se volcó en la sentencia  la actora no concurrió en el plazo de ley a retomar sus tareas ni justificó su imposibilidad de comunicar al municipio el por qué de sus ausencias. “…Las notificaciones de las cartas documentos enviadas por el Municipio devienen innecesarias. Se ha configurado la causal para la cesantía, el abandono de trabajo injustificado…”.

También destaca que en la sentencia se evalúa el actuar de la accionante quien durante más de dos años no le importó su estado de revista, no requirió su reposición en el cargo violando la obligación básica de la relación de empleo.

Finalmente, desconoce la validez y relevancia de la documentación médica acompañada. 

XVII.- Elevados los autos a esta Cámara se efectuó a fs. 308/309 el pertinente examen de admisibilidad, pasando los autos para el acuerdo y se resolvió denegar la solicitud de apertura a prueba de pericia médica. Ello, en atención a que: a) la misma fue declarada caduca y b) la actora en la apelación no efectúa observación alguna con relación a la declaración de la negligencia.

XVIII.- El Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:

¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

VOTACIÓN

El Señor Juez Jorge Augusto Saulquin dijo:

1º) Adelanto opinión en sentido contrario a la procedencia del recurso, en tanto considero que los agravios formulados no logran conmover el pronunciamiento de grado.-

Para llegar a la conclusión expuesta precedentemente, entraré de lleno a tratar las cuestiones que el apelante considera fundamentales para la resolución del caso a su favor:

a) Las invalidez de las distintas notificaciones a la actora del apercibimiento contemplado en el art. 65 de la Ley de Personal Municipal.

b) La existencia de documentación acompañada que acredita la enfermedad al momento de su cesantía y de conocimiento de la demandada.

c) La falta de pronunciamiento de la Junta médica que no queda abstracto por la falta de la pericia médica declarada caduca.  

d) El hecho que por más de dos años la actora no se haya presentado trabajar, ni haya dado razón al respecto lo considera irrelevante ya que: “…La actora puede ejercer sus derechos dentro del tiempo y los límites que la legislación vigente le enmarca: las razones por las cuales no lo hizo dentro de un plazo menor son de su absoluta incumbencia y no está sujeta a interpretación del Juez…” 

2º) 
A efectos de comenzar con el análisis, entiendo corresponde citar la normativa aplicable al caso, a saber:

Ley Nº 11.757: 

Artículo 65: “El agente que incurra en cinco (5) inasistencias consecutivas, sin previo aviso, será considerado incurso en abandono de cargo. Se lo intimará para que se reintegre a sus tareas dentro del término de un día hábil subsiguiente al de la notificación y si no se presentare, vencido el plazo, se decretará su cesantía, salvo cuando pudiere justificar valedera y suficientemente la causa que hubiere imposibilitado la respectiva comunicación. …”

Ordenanza General Nº 267/80: 

Artículo 63: “Las notificaciones se realizarán personalmente en el expediente, firmando el interesado ante la autoridad administrativa, previa justificación de la identidad, o mediante cédula, telegrama colacionado o certificado, recomendado, o por cualquier medio que permita tener constancia de su recepción y de la fecha en que se practicó. Cuando la notificación no se realice personalmente en el expediente, se practicará en el domicilio constituido por el interesado o, en su defecto, en su domicilio real.” (Énfasis añadido).-

Artículo 65: “Si la notificación se hiciere en el domicilio del recurrente, el empleado designado a tal efecto llevará por duplicado una cédula en que esté transcripta la resolución que deba notificarse. Una de las copias la entregará a la persona a la cual deba notificar o, en su defecto, a cualquiera de la casa. En otra copia destinada a ser agregada al expediente, se pondrá constancia del día, hora y lugar de la entrega requiriendo la firma de la persona que manifieste ser de la casa, o poniendo constancia de que se negó a firmar.

Cuando el empleado no encontrase a la persona a la cual va a notificar y ninguna de las otras personas de la casa quiera recibirla, la fijará en la puerta de la misma dejando constancia en el ejemplar destinado a ser agregado en el expediente.

Cuando la notificación se efectúe por medio de telegrama, servirá de suficiente constancia de la misma el recibo de entrega de la oficina telegráfica que deberá agregarse al expediente”.

Artículo 67: “Toda notificación que se hiciere en contravención de las normas prescriptas será nula y el empleado notificador responderá por los perjuicios que cause al interesado o a la administración. Sin embargo, si del expediente resulta en forma indudable que el interesado ha tenido conocimiento de la providencia, la notificación o citación surtirá desde entonces todos sus efectos”.

3º) Expediente administrativo N° 17.324-P-2001.

a) A fs. 4/5 corre agregada carta documento (CD 32.882.323 0 AR) remitida por el municipio, con sello fechador del Correo Argentino: 20 de noviembre del 2001, destinatario N.Q.R., domicilio Moreno 483 2° piso Dto. “A”, San Isidro, recibida conforme constancia de fs. 5 el 23 de noviembre del 2001 y cuyo texto dice: “…ATENTO NO HABERSE REINTEGRADO DE SU LICENCIA ESPECIAL SIN GOCE DE SUELDO A PARTIR DEL DÍA 15/11/01 Y, EN CONSECUENCIA, HABER INCURRIDO EN AUSENCIAS CONSECUTIVAS Y SIN AVISO SE LA INTIMA A QUE EN UN PLAZO DE 24 HORAS DE RECIBIDA LA PRESENTE, REGULARICE SU SITUACIÓN PRESENTÁNDOSE EN LA DIRECCIÓN GENERAL DE PERSONAL DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN ISIDRO (SITO EN AV. CENTENARIO 77- 2° PISO- SAN ISIDRO). CASO CONTRARIO, QUEDARÁ INCURSA EN LAS PREVISIONES DEL ARTÍCULO 65- 1° PÁRRAFO DE LA LEY 11757 INCURRIENDO EN ABANDONO DE CARGO. QUEDA UD. DEBIDAMENTE NOTIFICADA…”.

Que la notificación es válida surge de su diligenciamiento de fs. 5, e incluso es reconocido por la demandada, más allá de manifestar que el domicilio al que fue dirigida no era el denunciado por ella.

b) A fs. 3, con fecha 27 de noviembre la actora contesta al municipio la carta documento arriba indicada. Hace saber que el domicilio al que fue remitida la carta es incorrecto y que su actual domicilio es el indicado en su TCL que remitiera con fecha 14/11/2001. Rechaza la carta documento ya que no se le contestó el anterior y en atención a conocer el municipio la enfermedad que padece y hace saber que concurrirá a la dirección  dentro de las 48 hs. “…munida de los certificados médicos y constancias de la historia clínica conformada a través de mi legajo para que se me indique, con claridad los pasos a seguirse antes de proceder la ruptura precipitada de una vinculación laboral de 11 años de antigüedad…”.

Este telegrama fue correctamente diligenciado en atención de estar agregado al expediente municipal.

c) A fs. 2 está agregado el TCL de fecha 14/11/2001 que remitió la actora al municipio: “…Me dirijo a Uds. En razón de haber transcurrido el plazo establecido en el art. 212 de la L.C.T., por lo que debería, de encontrarme en condiciones físicas favorables, reincorporarme a mi puesto de trabajo. Sin embargo mi actual incapacidad física no admite por mi parte la realización de tarea alguna, incluso las livianas. Todo ello a consecuencia de la infección intrahospitalaria y sus secuelas ocurridas el 24 de junio del 2000 en el sector laboratorio del Hospital Municipal de San Isidro prestando mis servicios habituales de maestranza, legajo 13783, todo lo que es de cabal conocimiento ya que mi internación y tratamiento fue realizado en dicho hospital. Por todo ello intímoles por el plazo de 48 hs. Aclaren situación laboral y manifiesten si van a abonarme las indemnizaciones previstas en el art. 212, párrafo 4° de la L.C.T…”.

Este telegrama fue correctamente diligenciado en atención de estar agregado al expediente municipal.

d) A fs. 6 corre agregado CD 412115029 AR remitida por el municipio a la actora en el domicilio denunciado por aquella D.O. 8... de Victoria en donde se le hace saber que el día 12/12/2001 a las 9 hs. deberá someterse a una junta médica  “…en la que se evaluará su situación actual. Asimismo se solicita concurrir munida de todos los antecedentes clínicos que Ud. posea y que puedan aportar datos con referencia a su afección…”.

e) A fs. 7 está agregada CD  412112668 AR del 18/12/2001, también remitida por el municipio a la actora al domicilio por ella denunciado en su telegrama de fs. 3, en el que se le comunica que no habiendo concurrido al servicio médico “…se le intima nuevamente  para que concurra el día 26 de diciembre de 2001 a las 09.00 horas, haciéndole saber que, en caso de reiterar su inasistencia, será considerada incursa en abandono de cargo…”.

f) A fs. 8/13 corre copia simple e incompleta del legajo de la actora N° 13.783.

g) A fs. 1 encabeza el expediente informe  dirigido  a la Dirección General de Personal de fecha 3 de enero del 2002 elaborado por el jefe del Departamento de Control de Asistencia Legajos y Certificaciones en el que adjunta la documentación indicada ut supra y solicita la realización del acto administrativo correspondiente por abandono de cargo, art. 65 1er. Párrafo ley 11.757.

h) A fs. 17/18 obra la copia del Decreto Número 59 del 14 de enero de 2002 que dice:”…Que la agente N.Q.R. (Legajo N° 13.783), con funciones de Mucama en el Hospital Municipal de San Isidro, gozó de licencias sin haberes, hasta el día 14 de noviembre de 2001, Que al vencimiento de dicha licencia, y sin retomar tareas, remitió carta documento que luce a fs. 2, donde invoca dolencias físicas que le impedirían reintegrarse, Que por su parte el Municipio remite la carta documento obrante a fs. 4, donde se le intima a que regularice su situación presentándose en la Dirección General de Personal, Que la agente procede a responder por su telegrama ley, de fecha 27 de noviembre de 2001 (ver fs.3), donde informa que concurrirá para clarificar su situación de empleo y de su enfermedad, procediéndose entonces, a su pedido, a fijar fecha para junta médica, por ante Reconocimientos Médicos, para el día 12 de diciembre, notificándosela por carta documento (fs.6), Que la Sra. R. no concurre, por lo cual y para clarificar definitivamente la voluntad laboral de la agente, se le vuelve a remitir nueva citación para el día 26 de diciembre, previniéndola que en caso de no concurrir será considerada incursa en abandono de cargo (ver fs.6), Que pese a todo ello, la agente no se presentó, incurriendo por tanto en ausencias injustificadas consecutivas y sin aviso, a su trabajo, desde el día 15 de noviembre de 2001, Que debe tenerse presente que las intimaciones fueron remitidas al último domicilio denunciado por la agente y consignado en su legajo, (Artículo 59° inciso K) de la ley 11.757), como además al domicilio especial denunciado por la Sra. R., Que la situación descripta entonces registrándose cinco (5) inasistencias consecutivas sin aviso ni justificación, encuadra en el abandono de cargo normado por el artículo 65 –párrafo 1°- de la ley N° 11.757 (Estatuto para el Personal de las Municipalidades de la Provincia de Buenos Aires), Por ello, en ejercicio de las atribuciones que le son propias EL INTENDENTE MUNICIPAL DE SAN ISIDRO decreta: ARTÍCULO 1°: Declárase cesante por abandono de cargo(conforme el artículo 65° -párrafo 1°- de la ley N° 11.757 (Estatuto para el Personal de las Municipalidades de la Provincia de Buenos Aires), a la agente N.Q.R. (Legajo N° 13.783), D.N.I. N° 13.722.305…”

i) A fs. 19/20 está agregada la carta documento CD 439199067 AR de fecha 18 de enero de 2002 de notificación del decreto N° 59/02 el que fue devuelto por “…cerrado/ausente se dejó aviso de visita…” y “…plazo vencido- no reclamada- al remitente…”.

4°) Resultado de las notificaciones efectuadas. 

1) Que la notificación referida en el punto 3°)a) es válida surge de su diligenciamiento de fs. 5, e incluso es reconocido por la demandada, más allá de manifestar que el domicilio al que fue dirigida no era el denunciado por ella. Sin perjuicio que de fs.10 fue notificada en el último domicilio denunciado en el legajo.

2) Los telegramas de fs. 3 y 2 fueron correctamente diligenciado en atención de estar agregado al expediente municipal (puntos 3°b) y c)).

3) Las cartas documento referidas en los puntos 3° d)  (fs. 6 CD 412115029 AR); 3° e) (fs. 7 CD  412112668 AR) y 3° i) fs. 19/20 (CD 439199067 AR), fueron devueltas por “…cerrado/ausente se dejó aviso de visita…” y “…plazo vencido- no reclamada- al remitente…”.

De los informes realizado por el personal del correo, surge que estas carta aviso documentada no han sido entregadas a la actora. 

En estos casos, no se ha cumplido con el presupuesto previsto por el art. 65 de la Ordenanza General de Procedimiento Administrativo Municipal (Nº 267/80) que establece como constancia suficiente “el recibo de entrega de la oficina telegráfica”.- 

Como bien ha indicado el a quo en su sentencia estas notificaciones no son válidas.

La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires se ha expedido específicamente en relación al medio de comunicación elegido por el Municipio accionado estableciendo que “La comunicación a través de la carta documento no puede ser considerada una notificación válida si no reúne los presupuestos indispensables exigidos por la ley de procedimientos administrativos (arts. 62 y 67 dec. Ley 7447/70)” (SCBA, B 60558 I 6-2-2002, González, Juan Carlos c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Demanda Contencioso Administrativa). 

Pero es de destacar la diferencia del presente caso en el que la agente R. fue debidamente notificada (ver 4°) 1)) cuando se la intimó a retomar tareas bajo apercibimiento del art. 65 de la ley 11.757 1er. Párrafo, con otro caso en que este tribunal resolvió la nulidad del acto de cese. En la causa causa Nº 1147/07, caratulada "Blasi, Ana Cristina c/ Municipalidad de General San Martín s/ Demanda Contenciosa por nulidad", la notificación que se había efectuado incorrectamente había sido la de la intimación a retomar servicio en los términos del art. 65 de la ley 11.757: “…la carta aviso documentada en examen (por medio de la cual el Municipio intimó a la actora en virtud de lo previsto por el art. 65 de la Ley Nº 11757) no puede ser considerada válida en tanto  no reúne  los requisitos establecidos por la Ordenanza General de Procedimiento administrativo Municipal (arts. 65 y 67, textos idénticos a los arts. de la ley de Procedimiento Administrativo Provincial  Nº 7647).- 7º) Visto lo expuesto - atento a que la afectada no fue intimada a retomar tareas de conformidad con lo previsto por el art. 65 del Estatuto del Empleado Municipal (Ley Nº 11.757), en razón de no haberse cumplido con lo dispuesto por el art. 65 de la Ordenanza General Nº 267/80 y de no haberse dado el supuesto de notificación contemplado por el art. 67, in fine, de la Ordenanza citada - entiendo corresponde rechazar el primer agravio planteado…”

5°) Historia clínica de la actora (fs. 235/272 N°RO 600 128/00): 

Es la que se refiere la actora y manifiesta que no se ha tenido en cuenta al dictar sentencia y que con ella era suficiente e innecesaria la pericial médica.

Pasaré a recorrer foja por foja y con las fechas correspondientes: 

Fs. 235: Ingreso 24/6/00 Egreso 8/7/00, alta; Fs. 236: 28/9/04, consultorio externo; Fs. 237: 10/8/04, servicio de laboratorio; Fs. 238: 21/7/04 y 8/9/04, consultorio externo; Fs. 239: No se puede distinguir la fecha. Se refiere a un examen de laboratorio (ver en la copia simple); Fs. 240: 14/11/2003 a 18/3/04, consultorio externo; Fs. 240vta.: 6/6/2002 al 3/11/2003, consultorio externo; Fs. 241: 29/9/00, consultorio externo; Fs. 242: 11/8/2000, neumonología; Fs. 243: 10/7/2000, examen bacteriológico; Fs. 243 vta.: 10/7/2000, examen bacteriológico; Fs. 244: Alta médica, internación 24/6/2000, egreso 8/7/2000; Fs. 245 y vta.: 24/6/2000. Historia clínica de guardia; Fs. 246 a 266: 24/6/2000 al 8/7/2000, Internación, informes médicos y análisis clínicos; Fs. 267: 23/6/2000, Bacteriológico y antibiograma; Fs. 268 a fs. 272: 27/6/2000, 7/7/2000, 5/7/2000, estudios laboratorio  y electrocardiograma.   

6°) Informe del Sanatorio San Lucas de fs. 204.

A fs. 204 el Sanatorio San Lucas lo único que informa es que la copia de la TAC acompañada al oficio es auténtica. Esta copia puede observarse a fs. 36. El informe es de fecha 1 de agosto de 2000.

7°) Historia Clínica del Hospital Cetrángolo de fs. 219 a 225.

Corre agregada la historia clínica de la actora N° 170515 y el primer informe data del 13 de febrero de 2002.

8°) Ni de la Historia Clínica del Hospital Municipal de San Isidro referida en el punto 4°); ni del informe del Sanatorio San Lucas indicada en el punto 6°); ni tampoco de la Historia Clínica del Hospital Cetrángolo individualizada en el punto anterior, se puede desprender que la pericial médica hubiera sido innecesaria. 

Pero, sin necesidad de ser experto, de las documentales referidas no se desprende la imposibilidad de la actora a retomar tareas.

En efecto, la intimación para retomar tareas -bajo el apercibimiento del art. 65 de la ley 11.757-, de fs. 5 del expediente administrativo 17324 P 2001 se remitió el 20/11/2001 y fue recibida el 23/11/2001.

Con la documentación arriba individualizada no se desprende conforme las fechas de las mismas que la actora hubiera estado impedida de retomar tareas a partir del vencimiento de su licencia ocurrida el 15/11/2001.

9) En este estado del análisis se puede concluir que:

i) Si bien existieron notificaciones inválidas, la actora fue bien notificada cuando se le intimo a retomar tareas bajo el apercibimiento contemplado en el art. 65 de la Ley 11.757 (fs. 5 exp. ad.).

ii) Con la documentación acompañada la actora no acreditó que  la enfermedad que manifiesta sufrir le haya impedido retomar tareas a partir del 15/11/2001.

iii) Coincido con el a quo que ha devenido abstracta la falta de pronunciamiento de la Junta Médica en atención a la carencia de pruebas aportadas por la actora que hubieran acreditado la imposibilidad por razones de enfermedad de retomar tareas vencida su licencia anual. A ello debe agregarse que la actora no instó la prueba de la pericia médica que ofreciera y que finalmente fuera declarada caduca por el juez sentenciante.  

iv) No es irrelevante como pretende la actora, el hecho que por más de dos años la misma no se haya presentado trabajar, ni haya dado razón al respecto. La actora estaba intimada a retomar tareas –vencida su licencia sin goce de sueldo-, y no se observa a que plazos se refiere la misma más allá del indicado en la intimación remitida por el municipio.

No son de exclusiva incumbencia de la actora su actitud, ni se puede sostener que el abandono no esté sujeto a juzgamiento. 

v) Que la actora  incurrió en cinco (5) inasistencias consecutivas, sin previo aviso, que permiten configurar el abandono del servicio sin causa justificada (Art. 65 de la Ley Nº 11.757).

10°) Para concluir cabe analizar si los vicios existentes en el decreto N° 59/2002 y que se refieren a las notificaciones inválidas que citaran a junta médica lo fulmina de nulidad.

La intimación del artículo 65 de la ley 11.757 es para el agente que incurra en cinco inasistencias consecutivas, sin previo aviso, y será considerado incurso en abandono de cargo si no se reintegra a sus tareas dentro del término de un día hábil subsiguiente al de la notificación y si no se presentare. Vencido el plazo, se decretará su cesantía, salvo cuando pudiere justificar valedera y suficientemente la causa que hubiere imposibilitado la respectiva comunicación. 

En autos quedó acreditado que la actora había incurrido en cinco inasistencias consecutivas, sin previo aviso, que no presentó a trabajar dentro del término de un día hábil. Y finalmente no ha podido justificar valedera y suficientemente la causa que hubiere imposibilitado la respectiva comunicación, así como tampoco la imposibilidad de retomar las tareas.

Por ello, entiendo que debe ser rechazado el pedido de nulidad del decreto N° 59/2002.


Este tribunal ya decidió que: “… los agravios del demandante carecen de consistencia, pues, efectuada la intimación de reasumir sus tareas dentro del término de ley, de cuyo contenido tomó claro y oportuno conocimiento (ver notificación de fs. 7 tramite nº 6266, documentación acompañada), no solo que no se reintegró a trabajar, sino que tampoco impugnó la intimación cuestionando en tiempo la no configuración objetiva de la falta disciplinaria que se le imputaba.  
Es más, no altera lo expuesto la circunstancia de que en fecha 29/09/03 haya cursado sendos pedidos de licencias (cfr. fs. 1 trámite 6645 y fs. 4 trámite 6999), toda vez que dichas solicitudes no pueden válidamente constituir el „previo aviso“ que exige el art. 65 del citado Estatuto, ni justificación valedera y suficiente de la causa que hubiere imposibilitado la respectiva comunicación, tornando así inaplicable la causal de abandono de cargo imputada, pues tal como lo tiene dicho la Suprema Corte, ni aún la renuncia presentada por el agente lo autoriza a inasistir a sus tareas debiendo permanecer en el cargo por el término de 30 días corridos si antes no fuera aceptada (cfr. SCBA, B. 54743 S. 6-V-1997).  Es decir, el empleado no puede atribuirse facultades para alterar el cumplimiento de las funciones asignadas y los deberes que corresponden al cargo que ocupa. El agente debe permanecer en el cargo hasta tanto la autoridad resuelva la cuestión, conducta que cabe exigir ante pedidos de licencia como los de la especie (cfr. SCBA, B. 54743 S. 6-V-1997).  VII. Ahora bien, en lo que hace a la sustanciación de, al menos, un procedimiento breve que garantice al agente el derecho de defensa (art. 67 de la ley 11757), entiendo que en autos la comuna demandada ha cumplido correctamente con tal procedimiento, ello, al intimar al actor y dictar el acto de cesantía después de vencido el emplazamiento para reasumir sus tareas (art. 65 del Estatuto citado).  Es que, en el caso no se advierte la trascendencia de la omisión apuntada por la magistrada de grado, en cuanto según surge de las constancias, la accionante tuvo oportunidad de articular al menos un recurso frente a la comuna (cfr. fs. 9/10), y de reponer dichas defensas –al momento de alegar y probar la inexistencia de los supuestos caracterizantes de la falta disciplinaria que se le imputó y que originó su expulsión-, en la instancia contencioso administrativa (cfr. SCBA, B. 53040, S. 7-XII-1999).  
En efecto, el actor no probó teniendo a su cargo el onus probandi, ni en sede administrativa ni en la instancia judicial, que hubiese dado aviso previo de sus inasistencias de los días 19/09 y siguientes, como tampoco demostró que se hubiese reintegrado con posterioridad al telegrama que lo intimara o que hubiese justificado sus inasistencias en alguna de las causales que contempla la norma estatutaria. En dichas condiciones resulta clara la conducta reprochable observada por el actor, toda vez que intimado a reasumir sus tareas, sólo se limitó a presentar un pedido de licencia y sin que hubiese sido concedida –sin más- dejó de prestar el servicio. En este aspecto, la SCBA ha sostenido que: „El abandono de cargo determina la cesantía sin sumario previo, se configura mediante tres inasistencias consecutivas sin previo aviso (cfr. art. 61 dec. Ley 8721). En el caso se configuró tal causal de cese no obstante que el agente solicitó licencia antes de dejar de concurrir al servicio, por cuanto no puede asignársele a dicho pedido el carácter de aviso de las faltas“.  (cfr. SCBA, B 49591, S. 9-2-1988, el destacado no se encuentra en el original)….
Por ello, el acto que declaró la cesantía resulta ajustado a derecho (art. 65 de la ley 11757)…”.(552-SN SALGUERO RAUL ANDRES C/MUNICIPALIDAD DE SAN NICOLAS DE LOS ARROYOS S/ PRETENSIONES ANULATORIA E INDEMNIZATORIA).


El Superior Tribunal con fecha 3 de junio del corriente año confirmó la sentencia de esta cámara.
  


Se reitera finalmente que no son a mi entender los defectos en las notificaciones ya indicadas vicios esenciales que pudieran acarrear la nulidad del acto. “...Ha de considerarse que cuando se advierte la inobservancia o el quebrantamiento de trámites esenciales del procedimiento administrativo, la invalidez consecuente de la decisión no resulta –en principio- susceptible de ser saneada ante el ejercicio eventual de una pretensión anulatoria judicial por parte del afectado. De todos modos, no se trata de sostener que cualquier irregularidad en el procedimiento, por intrascendente que fuere, debería proyectar inexorablemente sus consecuencias invalidatorias, sino que debe  examinarse si la ausencia de aquella irregularidad hubiese sido apta para modificar el resultado final de la tramitación administrativa; si el vicio afectó severamente el procedimiento previo a la emisión del acto o, en su caso, ha constituido un atento grave al derecho de defensa en sede administrativa (conf. SCBA, B 59986 “Caselli” del 16/2/2005, voto del Dr. Soria; B 62.840 “A.,R.A. C: Banco Provincia” del 27/3/2008 y B 60.161 “C.I c. Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía de la Provincia de Buenos Aires. Coadyuvantes: G.; D.M. y G., L.M. Demanda contencioso administrativa” del 27/2/2008)...Considero que lo dicho hasta aquí resulta suficiente a efectos de rechazar el agravio consistente en la vulneración del derecho de defensa del actor en el marco del procedimiento administrativo.”  (CCASM causa 1276/08, “Czysezòn, Pablo c/ Municipalidad de Vicente Lòpez s/proceso sumario de ilegitimidad”) 


Corresponde tener en cuenta también lo sostenido por el Máximo Tribunal Provincial en cuanto a que: “Las nulidades por vicios del procedimiento procuran evitar que el incumplimiento de las formas o trámites esenciales se traduzca en perjuicio para alguna de las partes o las coloque en estado de indefensión. Si no se ha invocado ni acreditado la existencia de un perjuicio concreto, ni puesto en evidencia la infracción a la garantía de defensa en juicio, no hay motivo para predicar la invalidez del acto” y que “La mera invocación de violación del derecho de defensa en el procedimiento administrativo no habilita, sin más, a invalidar la decisión de la autoridad, si el impugnante no ha cuestionado en forma eficaz la validez de la prueba en que se fundó su imputación, y ha omitido el uso de los medios probatorios que el ordenamiento ponía a su alcance para desplegar su actividad defensiva” (SCBA, B 62.840, 27/03/08, “A., R. A. c/ B. d. l. P. d. B. A. s/Demanda contencioso administrativa”).

11º) En consecuencia, por los fundamentos aquí dados, propongo: 1º) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora; 2º) Confirmar, en cuanto fue materia de agravio, la sentencia de primera instancia por los fundamentos aquí dados; 3º) Imponer las costas de alzada por su orden (art. 51 CPCA); 4º) Diferir para su oportunidad la regulación de honorarios.

VOTO POR LA AFIRMATIVA.-

Los Sres. Jueces Ana María Bezzi y Hugo Jorge Echarri votaron en igual sentido y por los mismos fundamentos, con lo que terminó el acuerdo dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto este Tribunal resuelve: 1º) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora; 2º) Confirmar, en cuanto fue materia de agravio, la sentencia de primera instancia por los fundamentos aquí dados; 3º) Imponer las costas de alzada por su orden (art. 51 CPCA); 4º) Se difiere la regulación de honorarios para su oportunidad. Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase.-

HUGO JORGE ECHARRI

ANA MARIA BEZZI

SI-///

///-GUEN LAS FIRMAS

JORGE AUGUSTO SAULQUIN

ANTE MÍ

Ana Clara González Moras

Secretaria

Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo –San Martín 
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